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PRESENTACIÓN

			Esta obra permite introducirse en el estudio de las principales instituciones del Derecho Civil patrimonial. Especialmente dirigida al alumnado que inicia su andadura universitaria en las titulaciones de Ciencias Económicas y Empresariales, Ciencias del Trabajo, Administración y Gestión Pública, Turismo o Marketing e Investigación de Mercados y, en las cuales, los conocimientos en materia civil-patrimonial se presentan como un requisito imprescindible.

			Por ello, la redacción de estos Fundamentos de Derecho Civil español está guiada por un espíritu eminentemente pedagógico, conscientes, por una parte, de que el tiempo disponible para su explicación es limitado, y buscando, por otra parte, la excelente ocasión para actualizar y mejorar la explicación científica. De ahí que nuestro objetivo haya sido presentar las básicas instituciones jurídico-civiles que puedan servir de utilidad para el alumnado y como complemento a la formación de los profesionales. Se ha abordado de manera clara y sencilla, evitando caer en discusiones dogmáticas dirigidas más al estudioso del Derecho que a los estudiantes de los primeros cursos de universidad. Además, se incluyen los aspectos más básicos de la modificación del texto civil, operada mediante la Ley 8/2021, de 2 de junio, por la que se reforma la legislación civil y procesal para el apoyo a las personas con discapacidad en el ejercicio de su capacidad jurídica.

			Por último, testimoniar nuestro agradecimiento a todas aquellas personas que han contribuido, directa o indirectamente, con sus sugerencias, tiempo y ánimos, a la escritura y publicación de este libro.

			LOS autores

		

	
		
			LECCIÓN I

			
EL ORDENAMIENTO JURÍDICO

			
			
1. DERECHO Y SOCIEDAD

			
1.1. CONSIDERACIONES PRELIMINARES


			El ser humano no es autosuficiente, requiere, para satisfacer sus variadas necesidades, de la ayuda y cooperación de los demás, de la vida en sociedad. Y, al ser la nuestra una especie gregaria, vivimos siempre en grupos, las conductas de quienes los integran requieren de una normativa, por simple y elemental que sea. Solo en supuestos novelescos como el de Robinson Crusoe, obra de Daniel Defoe que narra las aventuras de un náufrago solitario, puede un ser humano elaborar una cultura solo. Y lo único que hizo Crusoe fue construirla a imagen y semejanza de la inglesa.

			Y esa actuación humana está sujeta a reglas que surgen de su específica naturaleza, tanto desde el punto de vista interno de los individuos como desde su relación con los demás. Así, existen normas morales, religiosas, de cortesía, educación, ocupando un lugar destacado las reglas jurídicas.

			Así pues, resulta connatural a toda comunidad humana la existencia de un conjunto de normas que atribuyan el poder y la autoridad, y que establezcan los medios de solución de los conflictos que la convivencia social genera; en el hecho social lo fáctico y lo jurídico resultan inseparables. Desde esta perspectiva, el elemento característico de las normas jurídicas radica en ser impuesto el comportamiento, como regla, por un mandato social, de tal forma que, si la regla es desobedecida, puede actuarse de manera coactiva contra el sujeto.

			
1.2. CONCEPTO Y FUNCIONES DEL DERECHO


			Elaborar una noción de Derecho con carácter dogmático sería algo demasiado pretencioso. Ahora bien, no parece conveniente acercarnos a las diferentes definiciones que del Derecho fueron y son dadas por las distintas corrientes de pensamiento jurídico, sin, previamente, destacar que las definiciones, tal como podemos deducir de las enseñanzas irrefutables de Sócrates, solo poseen un valor parcial y transitorio. En nuestro caso, el valor de las definiciones será fundamentalmente didáctico.

			Etimológicamente, Derecho puede derivarse de dirigere (directum), haciendo referencia a algo que viene dirigido, regulado, recto en oposición a lo torcido, que no es otra cosa que la conducta humana; de ahí que existan definiciones que apunten a ciertos aspectos formales del fenómeno jurídico, a la manera como se nos presenta. Por ejemplo, las que dicen: «conjunto de normas de conducta humana, establecidas por el Estado con carácter obligatorio»; «la regla social obligatoria». Otras, sin olvidar ese aspecto formal, atienden principalmente a su propósito de regular la convivencia de los hombres en sociedad, sobre la base de los principios de justicia y equidad; así, la que reza: «Orden social justo». Todas satisfactorias, vistas con objetividad.

			Las funciones que el Derecho tiene en la sociedad son múltiples y variadas; entre ellas podemos citar, por un lado, la de organizar la convivencia, estableciendo un orden y delimitando las posibilidades de actuación de los miembros de la comunidad, de forma que las facultades de cada uno cesen ante las correlativas facultades de los demás, y, por otro, la de dar solución a los conflictos que la convivencia pueda suscitar mediante la organización estable de unos cauces que excluyan el recurso a la violencia o a la fuerza; sin olvidar que, en ocasiones, el Derecho puede actuar como factor de cambio social, cuando ello resulte indispensable para transformar una sociedad injusta.

			
2. EL ORDENAMIENTO JURÍDICO

			
2.1. CONCEPTO


			Con la expresión «ordenamiento jurídico» se designa normalmente el conjunto de normas vigentes en una sociedad.

			Sin embargo, el ordenamiento jurídico no es un simple conglomerado de normas heterogéneas y aisladas, es un sistema que comprende el conjunto de normas concretas y los principios que informan estas; de ahí que SANTI ROMANO lo defina como «cuerpo social unitario y permanente, que tiene una existencia objetiva, concreta, exterior y visible», es decir, que en él coexisten norma e institución.

			No pueden confundirse las normas jurídicas con las morales. Las reglas jurídicas se distinguen de las morales por dos notas: la existencia en las primeras de: i) obligatoriedad y ii) coercibilidad. La primera es el respeto y observancia de las normas y la segunda es la posibilidad de imponerse frente a la voluntad de los ciudadanos.

			
2.2. PRINCIPIOS QUE RIGEN EL ORDENAMIENTO


			Como sistema normativo, el ordenamiento está sometido a unos principios que dan sentido a las normas, establecen entre ellas su jerarquía y la significación y finalidad que trata de lograr.

			Nuestro ordenamiento está sometido a unos principios que se encuentran formulados, implícita o explícitamente, en la Constitución Española.

			De estos principios debemos destacar los siguientes:

			2.2.1. Principio democrático

			El principio democrático (art. 1 CE) significa que el poder emana del pueblo y, en consecuencia, las reglas a las que se somete la ordenación de la convivencia, las reglas jurídicas, emanan también de la propia comunidad.

			Conforme a este principio, es la propia comunidad la que se dota de normas, bien a través de la intermediación del poder público, que es democráticamente elegido, bien por emanación directa de la sociedad, como ocurre con las normas consuetudinarias o los convenios colectivos laborales.

			2.2.2. Principio de legalidad

			En su enunciación más amplia el principio de legalidad significa que los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico (art. 9.1 CE).

			El principio de legalidad así entendido supone una de las garantías más importantes de un Estado de Derecho, puesto que los poderes públicos quedan sometidos al Derecho, debiendo, quienes ostentan el poder, ejercerlo de conformidad con las normas jurídicas y en el ámbito y con las competencias que estas determinen.

			2.2.3. Principio de seguridad jurídica

			El principio de seguridad jurídica significa fundamentalmente la certidumbre del Derecho. Esto es, que las normas sean seguras y ciertas, no dudosas, para que sus destinatarios puedan conocerlas y saber a qué atenerse y para que quienes aplican el Derecho, los jueces, encuentren en ellas criterios seguros y unívocos para resolver los conflictos sociales (art. 9.3 CE).

			Este principio se traduce en una serie de consecuencias concretas, como, por ejemplo, la exigencia de publicidad de las normas jurídicas, la existencia de un orden jerárquico de las normas, la permanencia de las situaciones y el respeto a los derechos adquiridos al amparo de las leyes o reconocidos por las resoluciones judiciales.

			2.2.4. Valores materiales

			La Constitución formula también una serie de valores sobre los que fundamenta la convivencia. Son valores materiales que intentan asegurar la paz, la justicia, la libertad, la seguridad y el orden de esa convivencia.

			Especial importancia asumen, dentro de esos valores, los que tienen por objeto primordial asegurar a las personas un conjunto de derechos considerados como fundamentales: el respeto a la dignidad de la persona, el libre desarrollo de la personalidad, la igualdad de las personas y la consiguiente prohibición de discriminaciones, especialmente las basadas en razones de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

			
2.3. CARACTERES DEL ORDENAMIENTO


			Hemos dicho que el ordenamiento es un conjunto de normas que no debe considerarse una simple suma o agregado de normas, sino un sistema organizado con arreglo a unos principios.

			Como rasgos esenciales del ordenamiento podemos destacar:

			— En primer lugar, su coherencia, pues pese a la complejidad que el ordenamiento presenta, en el que aparecen normas de diferentes épocas, procedentes de distintas autoridades, formuladas de diferente manera, con ámbitos de aplicación territorialmente diversos, etc., cuenta con unos criterios de ordenación de las normas que hacen de él un conjunto armónico.

			— En segundo lugar, su plenitud, entendida en el sentido de que, si se produce un conflicto o una situación necesitada de tutela, el ordenamiento ofrece en todo caso una solución con arreglo al sistema de fuentes establecido y a los mecanismos previstos para cubrir las lagunas legales que pudieran existir. En nuestro Derecho se afirma que el juez no puede inhibirse bajo pretexto de inexistencia o insuficiencia de normas, sino que habrá de resolver en todo caso los asuntos de que conozca ateniéndose al sistema de fuentes (art. 1.7 CC).

			— En tercer lugar, su unidad, aunque esta es sin duda la nota más discutida. El problema viene planteado por la existencia de una pluralidad de instancias dotadas de potestad normativa; el Estado, las Comunidades Autónomas y la Unión Europea tienen potestad normativa y pueden crear sus propios conjuntos normativos. Desde esta perspectiva, es difícil mantener la unidad como rasgo característico del ordenamiento y habría que hablar de diferentes ordenamientos jurídicos. Sin embargo, se puede afirmar que el ordenamiento es único, si se estima que, producido un conflicto, la solución jurídica debe ser unívoca y extraída de una norma que, aunque pueda proceder de alguno de estos subconjuntos normativos, es aplicable porque existen reglas de organización entre ellos que permiten determinar cuál es el preferente y aplicable.

			
2.4. RAMAS DEL ORDENAMIENTO


			2.4.1. Derecho público y Derecho privado

			El Derecho positivo, desde la más remota antigüedad, ha sido dividido en dos grandes grupos de normas jurídicas: a) Derecho público y b) Derecho privado, atendiendo a las diferencias existentes entre ellos.

			Un primer criterio lo encontramos ya en el Derecho romano y fue expuesto por el jurista Ulpiano, el cual sostuvo que la diferenciación entre Derecho público y Derecho privado estaba en el «interés». Por tanto, el Derecho público protegía los intereses públicos o cosa pública, mientras que el Derecho privado protegía los intereses privados o particulares. Este criterio, a poco que se analiza, es confuso y no permite una clara distinción entre ambos grupos de normas jurídicas, ya que es evidente que una norma dictada para proteger el interés público protege asimismo el interés de los particulares, o viceversa. Pensemos, por ejemplo, en una norma jurídica que dispone la creación de un espacio verde (parque o plaza) en una zona urbana: ¿cuál es en este caso el interés protegido?

			Una segunda pauta de distinción fue la que pretendió efectuar la división entre Derecho público y privado, basándose para ello en la «finalidad». Este criterio adolece de las mismas dificultades expuestas en relación con el «interés».

			El tercer criterio lo encontramos en el siglo y fue expuesto por MONTESQUIEU, quien sostuvo que las normas de Derecho público eran aquellas referidas a los gobernantes, y que las normas de Derecho privado eran las concernientes a los gobernados. Este criterio está basado en el Derecho político exclusivamente y, por tanto, es parcializado y no permite en absoluto una clara diferenciación.

			Un cuarto razonamiento, expuesto modernamente, es aquel que caracteriza a las normas de Derecho público o privado según las relaciones que ellas establezcan entre las partes. Así, el Derecho privado establece relaciones de «coordinación», mientras que el Derecho público instaura las de «subordinación»; las primeras se consideran aquellas en las cuales las partes intervienen en un pie de igualdad, mientras que las segundas se refieren a aquellas en que las partes se encuentran en un plano de desigualdad caracterizado por la preeminencia del Estado sobre los particulares, es decir, con el ius imperii, o poder de imperio o soberanía.

			En verdad, la distinción reseñada no responde a una diversidad esencial, sino a una verdadera comodidad expositiva, a razones pragmáticas y, especialmente, de carácter didáctico. El orden jurídico es uno solo y está fuertemente interrelacionado.

			2.4.2. Ramas del Derecho público

			Dentro de lo que conocemos como Derecho público, algunas disciplinas que tienen autonomía científica han recibido una denominación particular derivada del objeto de su estudio.

			El Derecho administrativo se ocupa del régimen y funcionamiento de las Administraciones públicas, no solo en su vertiente organizativa, sino también en lo relativo a las relaciones entre los distintos órganos administrativos y las relaciones de la Administración con los particulares (faz dinámica del funcionamiento del Estado).

			El Derecho fiscal tiene por objeto el régimen de financiación de las Administraciones públicas, especialmente a través de los impuestos o tributos que los ciudadanos deben satisfacer para el sostenimiento de las cargas y gastos públicos. Comprende el estudio de la Administración financiera y tributaria, de las relaciones entre la Hacienda pública y los contribuyentes y de los gastos públicos.

			El Derecho penal se ocupa de determinar los delitos y las faltas y las medidas de corrección y de seguridad con que aquellos son sancionados.

			El Derecho procesal tiene por objeto el régimen de los órganos del poder judicial, su composición, atribuciones y funcionamiento y las actuaciones desempeñadas por ellos en el ejercicio de la potestad jurisdiccional.

			2.4.3. Ramas del Derecho privado

			El Derecho Civil es el Derecho privado básico, que se caracteriza por ser un Derecho privado general que regula las relaciones entre los particulares sin atender a circunstancias personales u objetivas determinadas. Su estudio comprende el Derecho de la persona, el Derecho patrimonial privado, el Derecho de familia y el Derecho de sucesiones.

			El Derecho Mercantil es una rama del Derecho privado que tiene por objeto el régimen jurídico de las relaciones empresariales. Es un derecho especial, ya que regula materias concretas, esto es, las relaciones de los comerciantes en el ejercicio del comercio. Comprende el estudio del estatuto del empresario, de las sociedades como los instrumentos propios de la organización empresarial y de la actividad empresarial que se desarrolla a través de la contratación mercantil. Incluye también el estudio de materias no estrictamente empresariales, como el Derecho cambiario, el Derecho bancario y el Derecho industrial.

			El Derecho del Trabajo se ocupa de las relaciones jurídicas entre patrones y obreros, derivadas del contrato de trabajo. Esta rama del Derecho comprende, no obstante, relaciones que tienen naturaleza pública y pertenecen, por ello, al Derecho público, como es el Derecho de la Seguridad Social y otras, cuya ubicación es dudosa, como sucede con el Derecho sindical, que se ocupa de las organizaciones sindicales y de los medios colectivos de defensa de los intereses de los trabajadores. Esta rama del Derecho, en alguna clasificación, ha sido considerada como «mixta», al participar de notas de ambos Derechos.

			
3. EL DERECHO CIVIL

			
3.1. CONCEPTO EVOLUTIVO


			Cuando se ofrece una definición del Derecho Civil es común identificarlo, como se ha visto, con el Derecho privado general. Este concepto es, sin embargo, fruto de una larga evolución histórica, pues no siempre el Derecho Civil ha sido el Derecho privado general.

			En Roma, el ius civile designaba el Derecho de los ciudadanos romanos, frente al ius gentium o Derecho de quienes no ostentaban esta privilegiada condición. El ius civile, que paulatinamente fue perdiendo su carácter originario debido a la progresiva extensión de la cualidad de ciudadano romano a sectores cada vez más amplios de la población, se transmitirá a lo largo de los siglos gracias a la obra de Justiniano, el Corpus Iuris Civilis, en la que se recogió el Derecho romano de la época.

			Con el paso del tiempo no todo el contenido de la compilación justiniana conservó la misma utilidad. Aquellas partes que se dedicaban a la organización política perdieron vigencia con la disolución del Imperio Romano de Occidente, pero la conservaron las partes del Corpus Iuris que se ocupaban de las relaciones entre los particulares. Esto explica que en la Baja Edad Media fuera precisamente la parte relativa a las relaciones privadas la que conservara vigencia y utilidad, produciéndose en consecuencia una correlativa reducción de la noción de Derecho Civil, que se va asimilando a lo que se conoce como Derecho privado.

			En la Edad Moderna, con la formación de los modernos Estados se produce la afirmación de los Derechos nacionales, que empiezan a regular también las relaciones entre particulares. En esta época la tradición cultural continúa pesando y aún se sigue denominando Derecho Civil al Derecho romano, pero se llega finalmente al punto en que el Derecho de los particulares que se contiene en los textos emanados del monarca desplaza al viejo ius civile, convirtiéndose en el nuevo Derecho Civil nacional.

			De forma paralela, el derecho de los mercaderes, sometido a un régimen eminentemente gremial primero, pero con fuerte y paulatina intervención de la Corona, termina por desgajarse del Derecho que rige las relaciones entre los particulares, con lo que el significado del Derecho Civil se restringe aún más, convirtiéndose en un Derecho privado general.

			
3.2. EL DERECHO CIVIL Y LOS DERECHOS CIVILES ESPECIALES


			Hemos visto cómo históricamente el Derecho Civil era el único Derecho regulador de las relaciones entre los particulares hasta que en la Europa de la Baja Edad Media, y especialmente en Italia, surge el Derecho Mercantil a consecuencia de las normas que los comerciantes van creando ante la insuficiencia de las leyes civiles para regular las exigencias que el tráfico económico impone. Algo similar ocurrirá con el nacimiento del Derecho del Trabajo como rama autónoma del ordenamiento cuando a finales del siglo se independiza del tronco común, haciendo objeto principal de su regulación la relación laboral que hasta ese momento había sido contemplada por el Derecho Civil como una modalidad del contrato de arrendamiento de servicios.

			La relación del Derecho Mercantil y el Derecho del Trabajo como Derechos privados especiales, frente al Derecho Civil como Derecho privado general, se caracteriza por existir entre ellos un doble movimiento en sentido inverso: de separación primero por la insuficiencia e inadaptación del Derecho Civil a las necesidades del comercio o de la relación de trabajo, y de aproximación después por la falta de sustantividad de estos Derechos, que, al ser una escisión del tronco común, han de acudir a los recursos técnicos construidos en el seno del Derecho Civil.

			El Derecho Civil en su condición de Derecho general tiene además una función supletoria respecto de los Derechos privados especiales, pues se aplicará para cubrir las lagunas que no puedan ser colmadas con el propio Derecho especial. Este carácter de fuente subsidiaria de las demás ramas del ordenamiento viene reconocido en el artículo 4 CC, en el que se señala que «las disposiciones de este Código se aplicarán como supletorias en las materias regidas por otras leyes».

			
3.3. LAS FUENTES DEL DERECHO CIVIL


			Las fuentes del Derecho Civil son en la actualidad el Código Civil y la restante legislación civil estatal, las Compilaciones de Derecho foral y las restantes leyes civiles autonómicas.

			Por encima de unas y otras se halla la Constitución Española, norma básica y fundamental a la que están sujetas las restantes normas del ordenamiento.

			3.3.1. El Código Civil

			a) Formación

			El estado actual del Derecho Civil no se entiende sin hacer referencia a la codificación de las leyes civiles nacionales operada a lo largo del siglo.

			El movimiento codificador responde al ideal racionalista, que propugna una ordenación de las normas clara y concisa que fije definitivamente, eliminando toda duda al respecto, el Derecho aplicable frente a la multiplicidad de fuentes existentes hasta el momento. Se pretende del Código que responda a una coherencia interna y que satisfaga las pretensiones de integridad normativa.

			No es el Código una mera recopilación de leyes, donde estas se ordenan según su fecha o indistintamente agrupadas por materias, como ocurriera con la Novísima Recopilación, promulgada en 1805, sino un texto que contiene una regulación sistemática y exhaustiva de las materias, de acuerdo además con los postulados liberales de la época.

			La idea de codificar las ramas más importantes del ordenamiento se plasma en el artículo 258 de la Constitución de Cádiz de 1812, en el que se proclamaba que «el Código Civil y Criminal y el de Comercio serán unos mismos para toda la Monarquía».

			A pesar de esta declaración, no fue posible la elaboración y aprobación definitiva de un Código Civil unitario para toda España hasta 1889, y ello a costa de renunciar en gran medida al principio de unidad legislativa civil, pues hubo de adoptarse un sistema de coexistencia entre un Derecho Civil general contenido en el Código Civil y los Derechos civiles particulares de diversos territorios que en algunas materias habían conservado una tradición jurídica civil diferente.

			Precisamente la cuestión de la abolición o mantenimiento del Derecho Civil propio de estos territorios fue uno de los motivos principales del retraso de la codificación civil.

			Un primer proyecto de Código Civil de 1836 no llegó a discutirse en las Cortes. Tampoco lo lograría el Proyecto de Código Civil de 1851, que pretendía unificar el Derecho Civil español sobre la base de la tradición jurídica castellana, aboliendo los Derechos particulares o forales de los territorios en que se conservaban.

			El fracaso del Proyecto de 1851 aconsejó posponer la elaboración de un Código y se optó por modernizar el ordenamiento mediante la publicación de leyes civiles de aplicación general en todo el Estado. Corresponden a esta época las leyes Hipotecaria, del Notariado, del Registro Civil, de Minas, de Aguas, de Propiedad Intelectual e Industrial, la de Enjuiciamiento Civil, etc.

			A partir de 1880 se comienza de nuevo a reactivar la elaboración de un Código Civil. En 1881 el Ministro de Justicia, Alonso Martínez, presentó un Proyecto de Ley de Bases del Código Civil, que no fue aprobado por el Congreso. En 1885 su sucesor en el Ministerio, Silvela, presentó un nuevo Proyecto de Ley de Bases que resulta finalmente aprobado por la Ley de 11 de mayo de 1888.

			Esta Ley autorizaba al Gobierno a publicar el Código Civil que elaborara la Comisión de Códigos, atendiendo a las bases que en la misma se fijaban, habiendo de dar cuenta a las Cortes del texto redactado. Asimismo, se ordenaba al Gobierno presentar a las Cortes unos textos legales, llamados Apéndices, donde se contuviera la regulación de las instituciones forales que conviniera conservar en los territorios con Derecho Civil propio.

			El Código comienza a publicarse en la Gaceta de Madrid en 1888, pero la discusión en las Cortes acerca del adecuado cumplimiento de la Ley de Bases provocó que se ordenara publicar una nueva edición, adaptada más exactamente a esas bases. La versión definitiva del Código Civil se publicaría por Real Decreto de 24 de julio de 1889, incorporando las modificaciones sugeridas por las Cámaras y las reformas patrocinadas por la misma Comisión redactora.

			b) Contenido

			El Código Civil consta de 1.976 artículos —el último de los cuales es la Disposición Final Derogatoria—, trece Disposiciones Transitorias y tres Disposiciones Adicionales, destinadas estas últimas a señalar un procedimiento de revisión periódica del Código Civil cada diez años, que no se ha utilizado nunca.

			En su versión actual presenta el siguiente contenido:

			El Título Preliminar regula con carácter general las fuentes del Derecho, reglas sobre aplicación y eficacia de las normas jurídicas, conflictos de normas en el espacio, y eficacia del Código Civil y legislación foral.

			El Libro I, dedicado al Derecho de las personas, regula la nacionalidad, la vecindad civil, nacimiento y fin de la personalidad, personas jurídicas, domicilio, matrimonio, filiación, alimentos entre parientes, relaciones paterno-filiales, adopción, ausencia, incapacitación, tutela e instituciones de guarda, mayoría de edad, emancipación y Registro Civil.

			El Libro II, dedicado a la propiedad y los demás derechos reales, regula la clasificación de los bienes, la propiedad, comunidad de bienes, propiedades especiales, posesión, usufructo, uso y habitación, servidumbres y Registro de la Propiedad.

			El Libro III regula los modos de adquirir la propiedad, tratando la ocupación, la donación y el Derecho de sucesiones.

			El Libro IV regula las obligaciones y los contratos. Es el más amplio de los Libros del Código, y en él se contiene la normativa general de las obligaciones, de los contratos en general y de diversos contratos en particular que el Código regula con carácter típico, incluyendo también sin conexión evidente con los contratos la prescripción extintiva y adquisitiva.

			c) Las reformas del Código Civil

			El Código Civil, desde su promulgación, ha sido objeto de numerosas reformas. De las efectuadas recientemente las más importantes son: la reforma del Título Preliminar de 1974, las reformas del Derecho de familia de 1981, la reforma de la incapacitación y de la tutela en 1983, la de la adopción en 1987, la reforma de la nacionalidad en 1990, la reforma de las normas reguladoras de los testamentos en 1991 y la Ley 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, que aborda con detenimiento la reforma de las tradicionales instituciones de protección del menor. La última reforma llevada a cabo ha sido introducida por la Ley 8/2021, de 2 de junio, por la que se reforma la legislación civil y procesal para el apoyo a las personas con discapacidad en el ejercicio de su capacidad jurídica. También se reformó por la Ley 17/2021, de 15 de diciembre, de modificación del Código Civil, la Ley Hipotecaria y la Ley de Enjuiciamiento Civil, sobre el régimen jurídico de los animales. 

			La última reforma ha sido ocasionada por la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, de medidas en materia de eficiencia del Servicio Público de Justicia.

			3.3.2. La legislación civil especial

			Al margen del Código se han regulado ciertas materias civiles por leyes especiales. Las más importantes son las siguientes:

			—	Ley de Usura de 1908

			—	Ley Hipotecaria de 1946

			—	Ley de Hipoteca Mobiliaria y Prenda sin Desplazamiento de 1954

			—	Ley de Propiedad Horizontal de 1960

			—	Ley de Minas de 1973

			—	Ley del Contrato de Seguro de 1980

			—	Ley Orgánica de Protección Civil del Derecho al Honor a la Intimidad y a la Propia Imagen de 1982

			—	Ley de Costas de 1988

			—	Ley de Arrendamientos Urbanos de 1994

			—	Ley de Fundaciones de 1994

			—	Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, regularizando, aclarando y armonizando las disposiciones legales vigentes sobre la materia.

			—	Ley 28/1998, de 13 de julio, de Venta a Plazos de Bienes Muebles.

			—	Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Aguas.

			—	Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fundaciones.

			—	Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora del Derecho de Asociación

			—	Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje.

			—	Ley 43/2003, de 21 de noviembre, de Montes

			—	Ley 49/2003, de 26 de noviembre, de Arrendamientos Rústicos

			—	Real Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley sobre responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor

			—	Ley 14/2006, de 26 de mayo, sobre técnicas de reproducción humana asistida

			—	Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias

			—	Ley 16/2011, de 24 de junio, de contratos de crédito al consumo

			—	Ley 20/2011, de 21 de julio, del Registro Civil

			—	Ley 5/2012, de 6 de julio, de mediación en asuntos civiles y mercantiles

			—	Ley 5/2019, de 15 de marzo, reguladora de los contratos de crédito inmobiliario

			Las razones que explican la existencia de esta legislación civil aparte del Código son de diferente naturaleza. La primera razón es la aparición tardía del Código Civil, que forzó a llevar a cabo una serie de reformas por medio de esta legislación especial que contaba con menos obstáculos que el Código. La segunda causa que propicia la legislación civil especial es la insuficiente regulación de algunas materias en el Código Civil. Es lo que ocurre, por ejemplo, con las personas jurídicas, asociaciones y fundaciones, y con la propiedad horizontal o el arbitraje. La tercera causa que motiva la legislación especial proviene de un cambio en las valoraciones materiales del legislador a lo largo de la historia. Este fenómeno se ha producido sobre todo en el Derecho de contratos, pudiendo citar como ejemplos más señalados la legislación arrendaticia rústica y urbana o la legislación protectora de los consumidores. Finalmente, en otros casos puede hablarse de una legislación especial producida por la aparición de nuevos hechos y nuevas figuras cuya previsión resultaba imposible para el legislador de finales del siglo, como sucede con la legislación sobre técnicas de reproducción asistida.

			Conviene, no obstante, destacar que en muchas ocasiones el que una reforma legislativa de Derecho Civil se realice al margen del Código depende también de circunstancias formales para no romper la unidad sistemática de este Cuerpo legal.

			3.3.3. Las Compilaciones de Derecho foral

			Como ya se ha señalado, la Ley de Bases de 1888, conforme a la que se redacta el Código Civil, respetó al Derecho foral. Así, se preveía en unos Apéndices la regulación de las instituciones forales que conviniera conservar en los territorios con Derecho Civil propio. Solamente se publicó en 1929 el Apéndice de Aragón.

			Tras un largo paréntesis y una vez concluida la guerra civil de 1936-1939 se retoma la tarea de recopilar el Derecho foral mediante la publicación de unas Compilaciones en las que se recogerán los usos, fueros y costumbres de estos territorios, con el fin de dar fijeza al Derecho foral, actualizar sus instituciones y determinar definitivamente el Derecho aplicable.

			La Compilación de Vizcaya y Álava es de 1959. Fue reformada en 1992 por Ley del Parlamento vasco, que prevé su extensión a las zonas de Vizcaya en las que regía el Derecho común, y se reserva, ahora, la posibilidad de regular y ordenar en leyes escritas el Derecho consuetudinario de Guipúzcoa, que no tuvo Derecho propio antes de la Constitución.

			La Compilación catalana es de 1960. Fue asumida como ley propia y reformada por el Parlamento de Cataluña en 1984.

			La Compilación de Baleares es de 1961. Fue reformada en 1985 y 1990.

			La Compilación de Galicia es de 1963. Fue reformada en 1987 y en 1995. Galicia presenta la peculiaridad de que, salvo algunas normas de origen consuetudinario, nunca había dispuesto de un Derecho Civil propio distinto del de Castilla.

			La Compilación de Aragón es de 1967. Fue modificada en 1985 y 1988.

			La Compilación de Navarra es de 1973 y se reforma después como ley foral en el año 1987.

			3.3.4. Las leyes civiles autonómicas

			Tras la Constitución de 1978 el panorama de las legislaciones forales ha variado sustancialmente, pues todos los territorios con Derecho Civil foral son Comunidades Autónomas que gozan de poder legislativo propio con competencias para legislar en materia civil.

			Estas competencias en materia civil de las Comunidades Autónomas no son, sin embargo, ilimitadas, pues, al crearse el Estado de las Autonomías, la Constitución organizó el reparto de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas, sujetando el Derecho Civil a las siguientes reglas:

			En primer lugar, se declara el Derecho Civil competencia exclusiva del Estado, pero se permite al mismo tiempo que las Comunidades Autónomas puedan asumir competencias legislativas para conservar, modificar o desarrollar su Derecho Civil propio allí donde exista.

			En segundo lugar, se reserva al Estado la competencia exclusiva de una serie de materias: las reglas relativas a la aplicación y eficacia de las normas jurídicas, el sistema matrimonial, la ordenación de los Registros e Instrumentos públicos, las bases de las obligaciones contractuales y la determinación del sistema de fuentes del Derecho, si bien en esta última materia el Estado ha de respetar a los Derechos autonómicos, que contarán con su propio sistema de fuentes (art. 149.1.18.ª CE).

			Tras todo este proceso histórico las Comunidades Autónomas con Derecho Civil propio han hecho uso de las competencias reconocidas en la Constitución y han ido dictando leyes autonómicas que han convertido en Derecho autonómico el antiguo Derecho foral.

			No obstante, el Derecho Civil estatal goza de una posición especial, pues es el único que puede regular las materias aludidas reservadas al Estado, y goza de las prerrogativas de supletoriedad y prevalencia frente al autonómico (art. 149.3 CE).

			— El Derecho civil autonómico es el conjunto de Ordenamientos jurídicos privados que se aplican en algunas zonas de España, coexistiendo con el Código Civil. No se trata de un Derecho único, sino de Derechos diversos en cada zona.

			— El Derecho civil estatal, en estos casos tiene carácter supletorio, es decir, se aplica en defecto de una norma autonómica.

			— Cataluña, Aragón, Islas Baleares, Navarra, País Vasco y Galicia.

		

	
		
			LECCIÓN II

			
LAS NORMAS JURÍDICAS

			
			
1. LA NORMA JURÍDICA

			
1.1. CONCEPTO, ESTRUCTURA Y CARACTERES


			Se ha visto que una de las funciones primordiales que cumple el Derecho es la de ordenar la convivencia social, y para cumplir dicha misión utiliza un conjunto de reglas que tratan de dar solución a los distintos problemas sociales. A dichas reglas se las denomina «normas jurídicas» para diferenciarlas de otros tipos de normas de conducta que quedan al margen del ámbito jurídico (v. gr.: las reglas de cortesía o educación; normas morales o religiosas; deberes sociales producto de la amistad entre personas, etc.).

			Ahora bien, es importante diferenciar entre la norma jurídica en sí, definida por el profesor DE CASTRO como mandato jurídico con eficacia social organizadora, y la disposición normativa que sirve de vehículo para que aquella se exteriorice. La asimilación entre ambas es improcedente, debido a que: a) no es necesario que exista una disposición o texto normativo para que pueda hablarse de norma jurídica; las costumbres son normas jurídicas vinculantes para el conjunto de la comunidad y normalmente no están recogidas en texto alguno; b) no siempre la disposición normativa es portadora de una norma jurídica, sino que, al contrario, a veces requieren de la combinación de varias para delimitar el mandato que merece la calificación de norma.

			En este sentido se habla de disposición normativa completa o autónoma, la que contiene una norma jurídica, y disposición normativa incompleta, la que necesita el auxilio de otra u otras para deducir el mandato jurídico. Dentro de este último grupo cabe realizar la siguiente clasificación: 1) declarativas o explicativas: se aclara o fija el sentido de las palabras empleadas en otra norma; 2) limitativas, modificativas o negativas: que limitan, modifican o suprimen los efectos de otra norma; 3) de reenvío: aquellas que, en un supuesto determinado, disponen que se aplique una norma relativa a otro supuesto.

			En lo que se refiere a la estructura de la norma jurídica, tiene la forma lógica de una proposición condicional que consta, como tal, de dos elementos: la hipótesis o supuesto de hecho, que es la realidad social a que se refiere la norma, y la tesis o consecuencia jurídica, que establece la ordenación adecuada de aquel hecho o relación, fijando los efectos jurídicos que produce. Se trata, en otros términos, de un imperativo condicionado o hipotético: dadas ciertas premisas, el Derecho impone consecuencias determinadas. Por ejemplo: el art. 1902 CC «El que por acción u omisión causa daños a otro, […] está obligado a reparar el daño causado».

			Entre los caracteres destacables suelen mencionarse los siguientes: a) la abstracción: ello implica que la norma jurídica no puede contemplar el supuesto de hecho concreto, sino que, en virtud de su formulación, debe quedar circunscrita a un supuesto tipo o base que permita su adecuación a un gran número de supuestos de hechos o situaciones fácticas. Así, por ejemplo, el artículo 1.500 CC dispone que «el comprador está obligado a pagar el precio de la cosa vendida»: la disposición citada se aplica a cualquier comprador, de cualquier bien y a cualquier precio; b) la generalidad: significa que la norma jurídica no va dirigida a una persona concreta y determinada, sino a un colectivo amplio de personas (disposiciones sobre la Banca) o a la colectividad toda (Código penal); c) la obligatoriedad: son reglas cuyo cumplimiento o incumplimiento no es libre, sino obligado, es decir, de observancia forzosa; d) la coactividad: vinculada a la anterior, esta característica consiste en que su cumplimiento puede ser impuesto por la fuerza a los destinatarios por parte de los poderes públicos, conforme a los instrumentos previstos en el ordenamiento jurídico (v. gr.: embargando bienes al deudor moroso).

			
1.2. CLASES DE NORMAS


			Entre las muchas clasificaciones que se han ido originando en torno a las normas jurídicas, hemos de destacar, por su importancia práctica, las siguientes:

			1.2.1. Normas generales y particulares

			Esta división toma como referencia el ámbito territorial de vigencia y aplicación de la norma en relación con el territorio sobre el que se asienta la comunidad a la que va destinada. Así pues, será una norma general la que se aplique en todo el territorio nacional; y normas particulares, las aplicables a límites territoriales más reducidos: comarcas (fundamentalmente en las costumbres), regiones (los Derechos forales) o Comunidades Autónomas (legislación autonómica).

			1.2.2. Normas comunes y especiales

			Teniendo en cuenta la generalidad de las normas jurídicas y la especialización de las diversas ramas del Derecho, se suele hacer esta distinción. Así pues, son normas comunes aquellas que regulan situaciones jurídicas que pueden ser protagonizadas por cualquier persona, sin tomar ninguna condición que la singularice respecto de las demás; en cambio, las normas especiales son aquellas que regulan una materia o relación jurídica determinada y concreta, es decir, las que están dirigidas a un sector determinado de los destinatarios potenciales (v. gr.: el Derecho Mercantil, en cuanto se aplica a quienes ostentan la condición o cualidad de comerciantes o empresarios en el ejercicio del comercio).

			1.2.3. Normas imperativas y dispositivas

			Es una clasificación que se establece en atención a la eficacia de la norma frente a la voluntad de los particulares. Aunque todo el Derecho tiene carácter imperativo, ello no obsta para que su aplicación y eficacia obligatoria pueda estar más o menos condicionada por la voluntad de las partes.

			Hay normas de eficacia incondicionada, que excluyen o suprimen la voluntad privada, de tal modo que la regulación que establecen se impone a los interesados, los cuales no pueden modificarla ni sustraerse a sus consecuencias. Son las normas imperativas, que integran el llamado Derecho absoluto, necesario o impositivo (ius cogens) (v.gr.: Derecho penal). Otras, de eficacia condicionada, que respetan la iniciativa y la voluntad de los particulares, limitándose a reconocer los efectos de esa voluntad o a establecer una regulación supletoria para el caso de que dicha norma no se haya exteriorizado. Son las normas dispositivas, las del Derecho voluntario, facultativo (ius dispositivum). En el Derecho público (administrativo, fiscal o procesal) se desconoce este tipo de norma; es casi nula la capacidad de autorregulación por los particulares: sería impensable que cada uno de nosotros pretendiéramos pagar los impuestos, otorgar títulos universitarios, dar subvenciones, etc., a nuestra conveniencia.

			
1.3. APLICACIÓN E INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS


			La norma se refiere siempre a un caso típico, abstracto, por lo que para que pueda regular los casos concretos de la vida es necesaria la actividad humana que haga la aplicación de ella, que no es otra cosa sino la adaptación de la norma abstracta al caso concreto. Esta actividad humana se reduce a un silogismo, cuya premisa mayor es la norma jurídica, la menor, el caso concreto que cae bajo el imperio de la norma, y la consecuencia constituye precisamente la aplicación. Esta es espontánea cuando viene cumplida voluntariamente por el particular, y coactiva o forzosa cuando es realizada por órganos técnicos, jueces y tribunales a cuya decisión viene sometida una controversia.

			La aplicación exige que la norma sea interpretada, para determinar si el caso concreto debe incluirse o no en aquella, y esto constituye la función más alta del juez.

			Interpretación es, en sentido propio, la indagación y esclarecimiento del sentido de la norma jurídica. La interpretación es la «actividad dirigida a la búsqueda del sentido o significado de la norma». La interpretación de una norma conlleva las siguientes operaciones:

			1.º Determinar el sentido de los términos que aparecen en el supuesto hecho (ej. Art. 537 CC).

			2.º Cuando en el supuesto de hecho aparezcan conceptos indeterminados, habrá que atribuirles una valoración.

			— (Ej. Art. 390 CC).

			3.º Esclarecer la consecuencia jurídica.

			— (Ej. Art. 1902 CC, daños y perjuicios).

			4.º Precisar la consecuencia jurídica, cuando en ella se empleen términos extrajurídicos.

			— (Ej. Art. 181.3 CC. prudente arbitrio).

			A poco que se quiere profundizar en el concepto de la interpretación, surge el problema fundamental, tan discutido en nuestro tiempo, de qué ha de entenderse por sentido de la ley y dónde habrá de ser buscado ese sentido. La opinión tradicional (teoría subjetiva) hallaba el sentido de la ley en la voluntad del legislador que la había sancionado. Pero una opinión más moderna (teoría objetiva) pone como meta de la interpretación la voluntad de la ley, entendiendo que lo que el intérprete debe investigar es no lo que el legislador ha querido, sino aquello que en la ley aparece objetivamente querido, en otros términos, la mens legis y no la mens legislatoris.

			Por los elementos o medios de que se sirve, se señalan (art. 3.1 CC) las siguientes especies de interpretación:

			a) gramatical: las normas legales son expresiones escritas compuestas de palabras, dotadas de significado; por ello, primero ha de procederse a la lectura de la norma para comprenderla en sus propios términos;

			b) histórica: el contexto histórico determinado donde los antecedentes normativos nacen, son datos importantes que ayudan a comprender el sentido del precepto;

			c) sistemática: el intérprete debe atender a la ubicación sistemática de la norma, dentro del contexto general donde se encuentra (v. gr.: en relación con los demás artículos que se refieren a la misma institución); no hay un análisis aislado de norma por norma;

			d) lógica: las reglas de lógica jurídica deben ser utilizadas en la interpretación, para evitar contradicciones absurdas (v. gr.: el argumento a contrario, según el cual si a un caso concreto se le da una determinada solución, a los casos no incluidos en la norma no se les debe dar esa solución, sino la contraria);

			e) social: debe atenderse a la realidad social donde se va a aplicar, es decir, teniendo en cuenta la evolución social originada.

			Lo importante es no caer en el error de suponer que estos elementos den lugar a especies diversas de interpretación que pueden funcionar con independencia y a gusto del intérprete. No se trata de operaciones separadas, sino de medios que tienen un fin coincidente y cooperan a una sola e indivisible actividad.

			1.3.1. Clases de interpretación

			Atendiendo al resultado que se obtiene de la interpretación de una norma, se suele distinguir en declarativa, restrictiva y extensiva. Cuando las palabras de la ley están de acuerdo con su espíritu, se la denomina «declarativa», ya que se dirige únicamente a determinar el significado de las palabras (claras o ambiguas) de la ley. En el segundo supuesto, cuando las palabras de la ley no están de acuerdo con el espíritu de la misma, la interpretación tiene una función correctora, consistente en ceñir el texto de la ley a los límites que su espíritu exige (restrictiva) o, por el contrario, en extender el texto legal a supuestos comprendidos en su verdadero sentido por encima del que la letra revela (extensiva).

			Atendiendo al sujeto que efectúa la tarea interpretativa se diferencia la interpretación: pública y privada. La pública se divide en auténtica, cuando la hace el propio legislador; y usual, cuando la realizan los tribunales. Y la privada es la que efectúan los estudiosos del Derecho, también llamada doctrinal.
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